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NOTAS DE JURISPRUDENCIA

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL*

Sumario General. I. Constitución. A. Fuerza normativa. B. Interpretación.
II. Derechos y libertades. A. Derechos fundamentales y libertades públicas. 
B. Derechos y deberes de los ciudadanos. C. Principios rectores de la política 
social y económica. D. Garantía y suspensión de estos derechos. III. Princip-
ios jurídicos básicos. IV. Instituciones del Estado. A. La Corona. B. Las Cortes 
Generales. C. El Tribunal Constitucional. D. La Administración Pública. 
E. El Poder Judicial. V. Fuentes. VI. Organización territorial del Estado. A. 
Comunidades Autónomas. A.1. Autonomía. B.2. Competencias. B. Corpo-
raciones Locales. A.1. Autonomía. B.2. Competencias. VII. Economía y Ha-
cienda. A. Principios generales. B. Presupuestos. C. Organización territorial. 
D. Tribunal de Cuentas.

1. Sentencia 109/2021, de 13 de mayo de 2021. (BOE de 15 de 
junio) Ponente: María Luisa Balaguer Callejón. Cuestión de 
inconstitucionalidad.

Preceptos constitucionales: 66.2; 134.2; 149.1.18. 

Otros: 10.1.c); 35.3; 37.3; 88.1 LOTC; Arts. 53 y siguientes de la Ley de las 
Cortes Valencianas 11/2000, de 28 de diciembre, de medidas fiscales de gestión ad-
ministrativa y financiera, y de organización de la Generalitat Valenciana. Art. 76 
EAV.

Objeto: Cuestión de inconstitucionalidad 5150-2019. Planteada por el Juzga-
do de lo Contencioso-Administrativo núm. 8 de Valencia en relación con el apartado 
1 de la disposición adicional trigésima tercera de la Ley de las Cortes Valencianas 
14/2016, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la Generalitat para el ejercicio 2017.

Antecedentes Jurisprudenciales citados (SSTC): STC 63/1986; STC 
65/1990, FJ 3; STC 237/1992; STC 234/1994, FFJJ 4 y 5; STC 174/1998 FFJJ 6 
y 7; STC 203/1998, FFJJ 3 a 5; STC 76/1992, FJ 4.a); STC 237/1992, FJ 3; STC 
32/2000, FJ 5; STC 3/2003, FJ 4; STC 34/2005; STC 82/2005; STC 223/2006; 
STC 197/2012, FFJJ 9 a 13; STC 152/2014, FJ 3; FJ 3.a); 4; 4.a); STC 9/2013, FJ 3; 
STC 86/2013, FFJJ 1, 3 y 4; 9; STC 206/2013, FJ 2; STC 15/2014; STC 38/2014; 
STC 152/2014; STC 99/2016, FJ 8; STC 123/2016, FFJJ 3 y 4; STC 122/2018; STC 
9/2019; STC 44/2019, FJ 2.A). 

*<?> Subsección preparada por FRANCISCO ESCRIBANO LÓPEZ, Catedrático de Derecho Fi-
nanciero. Universidad de Sevilla.
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Materias: Límites materiales de las leyes de presupuestos: nulidad del pre-
cepto legal que establece un complemento específico para los puestos de jefatura de 
servicio o sección de personal estatutario facultativo del sistema sanitario público de 
la Comunidad Valenciana.

El 10 de septiembre de 2019 tuvo entrada en este tribunal oficio del Juzgado 
de lo Contencioso-Administrativo núm. 8 de Valencia, al que acompañó 
testimonio del procedimiento abreviado núm. 558-2018 y del auto dictado el 
17 de julio de 2019, de planteamiento de cuestión de inconstitucionalidad 
respecto del apartado 1 de la disposición adicional trigésima tercera de la 
Ley de las Cortes Valencianas 14/2016, de 30 de diciembre, de presupuestos 
de la Generalidad para el ejercicio 2017, por posible vulneración de los 
límites constitucionales del ámbito material de las leyes de presupuestos, que 
se contemplan en los arts. 66.2 y 134.2 CE. Se citan como antecedentes los 
siguientes: Susana Soler Algarra, facultativo especialista en neurofisiología 
clínica en el Hospital de La Fe de Valencia sin dedicación exclusiva, 
concurrió a la convocatoria de una plaza de jefatura de sección de su 
especialidad en el hospital en que trabajaba; la convocatoria establecía que 
«el régimen de dedicación del personal facultativo que resulte adjudicatario de la plaza será 
de dedicación exclusiva»; disconforme con este último requisito,  la candidata 
pidió la suspensión de la convocatoria y su anulación, mediante recurso de 
reposición, en atención a que según la interesada la base impugnada 
modificaba el modelo de actuación previo, que no exigía dedicación 
exclusiva para las jefaturas de sección; entiende la recurrente que la previsión 
sería nula de pleno derecho al serlo también el precepto en que se sustenta, 
esto es el art. 48 del Reglamento de selección y provisión de personal 
estatutario al servicio de instituciones sanitarias públicas del Sistema 
Valenciano de Salud (Decreto de las Cortes Valencianas 192/2017, de 1 de 
diciembre), por contravenir los arts. 53 y siguientes de la Ley de las Cortes 
Valencianas 11/2000, de 28 de diciembre, de medidas fiscales de gestión 
administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat Valenciana, 
que regula los complementos del personal al servicio de las instituciones 
sanitarias dependientes de la Consejería de Sanidad; el recurso de reposición 
fue desestimado por resolución de 4 de mayo de 2018 de la citada Dirección 
General, denegatoria de la pretensión sobre el art. 48 del Reglamento bajo 
el argumento de que no cabe recurso administrativo contra las disposiciones 
administrativas de carácter general; considerando, además, que la base 
impugnada se adecuaba al reglamento, limitándose este a ejecutar lo 
dispuesto en la disposición adicional 33 de la LPG de la Generalitat para el 
ejercicio 2017. La resolución desestimatoria fue objeto de recurso contencioso-
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administrativo; donde se solicitaba la anulación del punto 1 de la base 
primera de la convocatoria, en cuanto exige la dedicación exclusiva, 
pidiéndose además al juzgado que elevara cuestión de inconstitucionalidad 
sobre la disposición adicional 33 de la Ley de las Cortes Valencianas 14/2016 
y que, devenido firme el eventual fallo estimatorio, elevara cuestión de 
ilegalidad sobre el art. 48 del reglamento de 2017; admitido a trámite el 
recurso y practicada la prueba propuesta y admitida, tras la formulación de 
las conclusiones las actuaciones quedaron vistas para sentencia; concluso el 
procedimiento, y antes de dictar sentencia, mediante providencia de 20 de 
mayo de 2019 el órgano judicial da traslado a las partes y al Ministerio Fiscal 
para que efectúen alegaciones respecto del eventual planteamiento de 
cuestión de inconstitucionalidad sobre la DA 33 de la Ley de las Cortes 
Valencianas 14/2016; la recurrente se adhiere al planteamiento de la 
cuestión, precisando que la duda se contrae al párrafo primero de la 
disposición adicional 33; la parte demandada, representada por la abogacía 
de la Generalitat Valenciana, alega que no cabe duda de inconstitucionalidad 
porque la dedicación exclusiva para el desempeño de los puestos de jefatura 
de servicio y sección, incluida en la LPCV para 2017, guarda relación directa 
con los ingresos o gastos; el Ministerio Fiscal considera que concurren en 
este caso los requisitos para plantear la cuestión; el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo núm. 8 de Valencia dictó auto de planteamiento de cuestión 
de inconstitucionalidad; el auto, tras recoger los hechos, las alegaciones de 
las partes e identificar la disposición adicional 33 de la LPG de la Generalidad 
para el ejercicio de 2017, como la norma con rango de ley aplicable al caso, 
de cuya validez depende el fallo, considera que esta puede ser contraria a los 
artículos 66.2 y 134.2 CE; el órgano judicial a quo plantea que esta disposición 
ha traspasado los límites constitucionales de contenido de las leyes de 
presupuestos al matizar la regulación dada en la LCV 11/2000, de medidas 
fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de organización de la 
Generalitat Valenciana, y en concreto la relativa a los complementos 
específicos de aplicación al personal al servicio de instituciones sanitarias 
dependientes de la entonces Consejería de Sanidad; al formular el juicio de 
aplicabilidad el órgano judicial sostiene que, si se declarase la 
inconstitucionalidad de la disposición cuestionada, el art. 48 del Reglamento 
de ingreso y provisión de puestos de trabajo (Decreto de las Cortes 
Valencianas 192/2017) carecería de cobertura legal, y procedería declararlo 
nulo, estimando el recurso contencioso-administrativo; por lo que hace al 
juicio de relevancia, el auto recuerda los límites materiales a la leyes de 
presupuestos aludiendo a las nociones de contenido propio y de contenido 
eventual, para asociar a este segundo la regulación de los complementos 
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salariales, en la medida en que pueden tener consecuencias directas sobre la 
reducción o el aumento del gasto público (SSTC 9/2013, , y 32/2000,); se 
evoca la obligación del legislador de aportar las razones por las que existe 
una conexión directa entre el contenido eventual de la ley de presupuestos y 
los ingresos y gastos, en la medida en que esa conexión directa no puede 
presumirse (SSTC 152/2014 y 123/2016), concluyendo que el legislador no 
ha dado razón alguna sobre la inclusión de la disposición cuestionada en la 
norma presupuestaria; se argumenta que estas limitaciones son, asimismo 
aplicables a las leyes presupuestarias de las CCAA (con cita de las SSTC 3 y 
202 de 2003), así como que la disposición cuestionada no es una norma 
primordialmente retributiva, aunque tenga efecto sobre las retribuciones, 
sino una norma de régimen de incompatibilidades, es decir, de régimen 
sustantivo del personal estatutario, lo cual debería quedar extramuros de la 
ley de presupuestos (STC 197/2012); el Pleno del  Tribunal admite a trámite 
la cuestión planteada  y reservar para sí el conocimiento de la presente 
cuestión [art. 10.1 c) LOTC, dando traslado de las actuaciones recibidas 
(art. 37.3 LOTC) al Congreso de los Diputados y al Senado, al Gobierno, a 
la fiscal general del Estado, a las Cortes Valencianas y al Gobierno de la 
Generalitat Valenciana, para que en el plazo de quince días pudieran 
personarse y formular alegaciones; se ordena, asimismo, comunicar la 
providencia al juzgado promotor de la cuestión, a fin de que el procedimiento 
del que emana la cuestión permaneciera suspendido hasta que el TC 
resolviera definitivamente la cuestión (art. 35.3 LOTC); mediante escrito 
registrado en este tribunal el 13 de noviembre de 2019, el presidente del 
Senado comunicó, en ejercicio de la delegación conferida por la mesa de la 
Diputación Permanente de la Cámara, que se tuviera por personada a la 
Cámara en el procedimiento y por ofrecida su colaboración a los efectos del 
artículo 88.1 LOTC. El Abogado del Estado renuncia a realizar alegaciones; 
el de la Generalitat de Valencia formula alegaciones interesando la 
desestimación de la cuestión de inconstitucionalidad: se evoca el art. 54 de la 
Ley de las Cortes Valencianas 11/2000 que estableció los complementos 
específicos aplicables al personal al servicio de las instituciones sanitarias 
dependientes de la Consejería de Sanidad, sobre la base de la previsión 
genérica establecida en el art. 2.3 b) del Real Decreto-ley 3/1987, de 11 de 
septiembre, sobre retribuciones del personal estatutario del Instituto 
Nacional de la Salud, señalándose los complementos específicos aplicables 
A, B y C, de donde se concluye la fundamentación de la debatida dedicación 
exclusiva; analizada las normas aplicables estatales y de la Comunidad 
Autónoma, so concluye que nada impide la regulación contenida en la 
disposición adicional cuestionada; analizada la estructura de las Leyes de 
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Presupuestos de la VC que se ocupan de los gastos de personal, regulando las 
retribuciones de cada colectivo, detallando las cantidades que deben 
percibirse, desglosadas por conceptos, y distinguiendo entre retribuciones 
básicas y complementarias, concluirá el el letrado de la Generalitat que la 
propia ley de presupuestos permite que se adecúen las retribuciones 
correspondientes a los puestos de trabajo que acarreen una especial 
responsabilidad o dedicación, como pueden ser los de jefatura, a los que se 
atribuye la responsabilidad del funcionamiento de la unidad correspondiente, 
quedando esta previsión dentro del margen previsto en la norma estatal 
básica que configura el complemento específico; en consecuencia considera 
lógico la inclusión de esta cuestión dentro de la LPCV y su utilidad de ser 
incluidos entre las normas presupuestarias ya que versa sobre las retribuciones 
del personal, puesto que tal previsión legal incide sobre el importe de los 
créditos anuales que deben consignarse en el capítulo de «gastos de personal» 
de los programas presupuestarios que financian la atención sanitaria; y que 
la cantidad a percibir en concepto de complemento específico B por el 
personal estatutario que ocupa determinadas jefaturas, está directamente 
relacionada con esa regulación. Asimismo se personó el Letrado de la CV y 
formuló alegaciones, solicitando que se dictara sentencia desestimatoria de 
la cuestión de inconstitucionalidad planteada; en el escrito de alegaciones de 
las Cortes Valencianas se centra en definir el alcance del contenido 
normativo de las leyes de presupuestos, con referencias al Estatuto de 
Autonomía para la Comunidad Valenciana (EAV), a las sentencias del 
Tribunal Constitucional (STC 3/2003, FJ 4, y STC 223/2006) y a la 
doctrina jurídica sobre el instituto presupuestario; se hará referencia a que el 
art. 76 EAV ni autoriza ni prohíbe expresamente que la ley que aprueba el 
presupuesto de la Generalitat tenga contenido normativo adicional al 
indispensable, y se cita expresamente la jurisprudencia contenida en las 
SSTC 63/1986; 65/1990; 76/1992; 3/2003; 34/2005 y 82/2005; concluyéndose 
que los principios generales del Derecho presupuestario inferidos del art. 134 CE son 
referibles a los presupuestos de la Generalitat y a la ley de las Cortes Valencianas que los 
ha de aprobar en cada ejercicio. Sostendrá el letrado de las Cortes que la 
regulación contenida en la disposición cuestionada es sustancialmente 
diferente de la del Principado de Asturias declarada inconstitucional por la 
STC 197/2012, porque esta no regula el complemento específico B, ni 
invade la competencia estatal para la regulación de ese complemento, ni 
vulnera la normativa básica a la que hace referencia la STC 197/2012, como 
tampoco hay infracción de los límites materiales de la ley de presupuestos, ya 
que el objeto de la disposición cuestionada es determinar el complemento 
retributivo específico y, por ende, el régimen de dedicación de los puestos de 
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jefatura de servicio o sección; así el concepto retributivo sobre el que se 
proyecta la disposición ya estaba definido por la legislación estatal citada 
antes, y también –en el ámbito de los servicios de salud de la Comunitat 
Valenciana– por los arts. 53 a 56 de la Ley de las Cortes Valencianas 
11/2000; en consecuencia, se afirma, la disposición cuestionada no modifica 
la configuración general del concepto retributivo, que sigue teniendo 
carácter renunciable para el personal estatutario facultativo del sistema 
sanitario público de la Comunitat Valenciana, limitándose a clasificar los 
puestos de jefatura de servicio y de sección. Se entenderá, desde esas 
perspectivas generales que la asignación imperativa del complemento 
específico B a determinados puestos de trabajo, con las consecuencias 
económicas y de régimen de dedicación que acarrea, comporta un modelo 
de organización del sistema público que redunda en la eficiencia y en el 
cumplimiento de los fines asistenciales, y que viene definido en ejecución de 
la política económica del Gobierno; aspecto que justifica su inclusión en los 
PGCV y son medidas subsumibles en el contenido político de la ley de 
presupuestos, que sintetiza el programa político del ejecutivo y comporta la 
autorización cuantitativa, cualitativa y temporal necesaria para asumir los 
compromisos de gasto que el programa contiene (con cita de la STC 
223/2006, de 6 de julio); en consecuencia, la disposición cuestionada no 
excede del contenido normativo eventual que puede tener legítimamente 
una ley de presupuestos, sino que constituye una medida de ordenación 
económica y de estructuración de los puestos de trabajo de jefatura en 
beneficio de la eficiencia y mejor funcionamiento del sistema, al garantizar 
la plena y exclusiva dedicación al desempeño por quienes accedan 
voluntariamente. El Fiscal general del Estado propone, por el contrario, la 
inconstitucionalidad de la medida. Se citarán en defensa de esta posición, así 
como en la de la fiscalía del TC la JTC sobre los arts. 66.2 y 134.2 CE (por 
todas la STC 122/2018, FJ 3), reconociendo que el problema ha dado lugar 
a una amplia casuística, resultando que en unos supuestos se ha negado que 
ciertas medidas puedan tener cabida en una ley de presupuestos, aceptándose 
en otros; mas en todo caso concluyendo que en el presente caso cumplen la misma función, 
de modo que las leyes de presupuestos de la Generalitat quedan sometidas a los mismos 
límites materiales y temporales que las del Estado (STC 86/2013, , FFJJ 3 y 4). Sin 
embargo se considerará que la norma debatida no es precisamente una 
norma de naturaleza eminentemente económica a los efectos presupuestarios, 
sino que afecta a los requisitos para el desempeño de determinados puestos de trabajo con 
una cualificación especial; así, se considerará que la regulación de la dedicación 
exclusiva, equivalente a la determinación de la incompatibilidad, aunque 
afecta cuantitativamente a las percepciones económicas –aspecto concreto 
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propio de las leyes de presupuestos– pues forma parte de las retribuciones, se 
inscribe sustantivamente en el estatuto de los deberes y derechos del personal, 
trayendo en su apoyo la doctrina constitucional al pronunciarse sobre la 
naturaleza de una norma que regula la dedicación exclusiva y su naturaleza 
de régimen de incompatibilidad (STC 197/2012, FFJJ 9 a 13); concluirá el 
escrito de fiscalía que: 1.º) el complemento de dedicación exclusiva para 
jefaturas de servicio y sección que regula la disposición adicional cuestionada 
es una norma sobre incompatibilidades, aunque lleve consigo efectos económicos 
asociados; 2.º) en su formulación por el apartado 1 de la disposición adicional 
cuestionada carece de efectos económicos directos e inmediatos, pues queda supeditada 
a su posterior regulación y la subsiguiente convocatoria para cubrir y 
adjudicar las plazas, lo que acentúa su naturaleza de régimen sustantivo de 
las condiciones de trabajo y del servicio público sanitario a la que se orienta, 
al margen de los objetivos netamente presupuestarios de ingresos y gastos; 
3.º) la norma sobre dedicación exclusiva contenida en la disposición cuestionada afecta 
sustancialmente no a su cuantía –que se regula en los arts. 29 y siguientes de la 
ley de presupuestos para 2017, y en especial en el art. 32–, sino a la regulación 
de las condiciones estatutarias de trabajo, en cuanto la percepción del complemento y los 
efectos dedicación exclusiva –es decir, incompatibilidad–constituye requisito de 
las jefaturas a las que afecta e impide mientras tanto su desempeño simultáneo 
con otras funciones, de donde se concluirá que la norma cuestionada tiene 
un contenido económico incidental y carece de la adecuada justificación y 
de conexión sustantiva para ser incluida en la ley de presupuestos. En 
similares consideraciones se declarará la recurrente, entendiendo que la 
declaración de inconstitucionalidad debe alcanzar a la norma reglamentaria 
de remisión. Asimismo se considerará que la inconstitucionalidad planteada 
se funda en la infracción de los límites materiales de las leyes de presupuestos 
y en la contradicción con normas básicas estatales: así en lo relativo a los 
límites a las leyes de presupuestos se señala que la STC 123/2016, exige que 
la conexión con los ingresos y gastos de una disposición contenida en una ley 
de presupuestos sea «directa, inmediata y querida por la norma», lo cual 
requiere justificar las razones de tal vinculación; debiendo poseer la norma 
vocación de generalidad y no constituir una excepción a las reglas generales.; 
la regla general se desprende de los arts. 53 y siguientes de la Ley de las 
Cortes Valencianas 11/2000, y es la preferencia por los complementos que 
no comporten dedicación exclusiva (con cita de las SSTC 152/2014, 9/2013 
y 38/2014) Por lo que hace a la irrenunciabilidad del complemento específico 
de exclusividad, esta parte evoca la STC 197/2012, que resolvió que la 
norma resultaba contraria a las bases estatales en materia de sanidad, 
resaltando que no se trataba de una norma primordialmente retributiva, 
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sino de régimen de incompatibilidades, es decir de régimen sustantivo del 
personal estatutario, excluido de la ley de presupuestos; se apreciará 
asimismo que la disposición cuestionada no está en consonancia con la 
normativa básica estatal (art. 149.1.18 CE), pues el art. 77.2 de la Ley 
55/2003 del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de 
salud, muestra una clara preferencia por la consideración del complemento 
específico del personal facultativo de la sanidad pública como un 
complemento renunciable, en línea con lo que ya preveían tanto el Real 
Decreto-ley 3/2009, de 27 de marzo, de medidas urgentes en materia 
tributaria, financiera y concursal ante la evolución de la situación económica, 
como la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas 
y del orden social, que lo modificó (con cita de la STC 197/2012).El Juzgado 
de lo Contencioso-Administrativo núm. 8 de Valencia plantea la cuestión de 
inconstitucionalidad en relación con el apartado 1 de la disposición adicional 
trigésima tercera de la Ley de las Cortes Valencianas 14/2016, de 30 de 
diciembre, de presupuestos de la Generalidad para el ejercicio 2017, por 
posible vulneración de los arts. 66.2 y 134.2 CE, al contrariar los límites 
señalados por la jurisprudencia constitucional al ámbito material de las leyes 
de presupuestos. La dicción literal del precepto cuestionado es la siguiente: 
«Disposición adicional trigésima tercera. Complemento específico B para jefes de 
servicio y sección. 1. Los puestos de jefatura de servicio o sección de personal 
estatutario facultativo del sistema sanitario público de la Comunitat 
Valenciana, o que estén expresamente considerados equivalentes a estos, 
tendrán asignada la modalidad B de complemento específico, por lo que 
conllevarán dedicación exclusiva.

El régimen de transitoriedad hacia esta modalidad de dedicación se 
desarrollará reglamentariamente. Hasta entonces continuará siendo aplicable 
para tales puestos la regulación contenida en los artículos 53 a 56 de la Ley 
de las Cortes Valencianas 11/2000, de 28 de diciembre, de medidas fiscales, 
de gestión administrativa y financiera y de organización de la Generalitat». 
Se muestran favorables a que la cuestión planteada por el juzgado sea 
estimada doña Susana Soler Algarra, la demandante en el proceso 
contencioso-administrativo, y la fiscal general del Estado. Aunque 
inicialmente la demandante en el proceso a quo manifestó que la duda de 
inconstitucionalidad se contraía al apartado 1 de la disposición adicional, en 
sus alegaciones ante este tribunal sostiene que el apartado 2 resultaría 
también inconstitucional por conexión o consecuencia, y añade que la 
disposición cuestionada no está en consonancia con la normativa básica 
estatal dictada al amparo del art. 149.1.18 CE, lo que añadiría una segunda 
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causa de invalidez. Por su parte, consideran que la cuestión debe desestimarse 
el Gobierno de la Generalitat Valenciana y las Cortes Valencianas. El auto de 
planteamiento considera que la disposición adicional cuestionada puede 
haber traspasado los límites constitucionales de contenido establecidos para 
esta modalidad legal en los 66.2 y 134.2 CE, al regular los complementos 
específicos de aplicación al personal al servicio de instituciones sanitarias 
autonómicas. Sostiene el juzgado que, en caso de declararse la 
inconstitucionalidad de la norma cuestionada, el art. 48 del Reglamento de 
2017 de ingreso y provisión de puestos de trabajo carecería de cobertura 
legal, resultaría contrario a la jerarquía normativa, y en consecuencia 
procedería estimar el recurso contencioso-administrativo, en el que se 
pretende la anulación de la base de la convocatoria del concurso para la 
provisión de jefaturas de servicio y sección asistenciales en varios hospitales 
dependientes de la administración autonómica, que desarrolla tal precepto 
reglamentario. Considerará el TC en relación con la delimitación del objeto 
de la cuestión de inconstitucionalidad que respecto de la alegación de la 
demandante en relación con la extensión del objeto de la cuestión al párrafo 
2 de la disposición adicional trigésima tercera de la Ley de las Cortes 
Valencianas 14/2016, de 30 de diciembre, de presupuestos de la Generalidad 
para el ejercicio 2017, que no accede, en este sentido, a la petición de la parte, 
sino que es su prerrogativa aceptar o rechazar esa pretensión, es decir, el 
tribunal considera de oficio si procede o no la extensión solicitada. Por lo que 
hace a la ampliación del parámetro de control, relacionada con la alegación 
de la demandante en el proceso a quo de que la disposición cuestionada 
vulneraría también la normativa básica estatal (art. 149.1.18 CE) y por tanto 
incurriría en inconstitucionalidad mediata o indirecta, considerará el Tc que 
ésta no es posible, en la medida en que la duda planteada por la parte no es 
objeto de la cuestión, ya que ésta vendrá determinada por el auto de 
planteamiento dictado por el juzgado considera el Tc que esta posible causa 
de inconstitucionalidad no fue sometida a consideración de las partes del 
proceso a quo y del Ministerio Fiscal en el trámite de audiencia abierto 
conforme al art. 35.2 LOTC, lo que determina su consiguiente exclusión 
conforme a reiterada doctrina del TC, al tratarse este de un trámite esencial 
y no haber habido oportunidad de pronunciarse sobre ello [STC 44/2019, FJ 
2 a), y otras ahí citadas]; en suma, la presente cuestión ve ceñidos su objeto y 
fundamento a los términos en que ha sido planteada por el juzgado, sin 
perjuicio de la eventual declaración de inconstitucionalidad por conexión o 
consecuencia de otros apartados o preceptos de la misma disposición legal. 
Recordará el TC su Jurisprudencia acerca de los s límites materiales de las 
leyes de presupuestos. Comenzará por recordar que en la misma se ha 
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sostenido repetidamente que el contenido de las leyes de presupuestos está 
constitucionalmente determinado partiendo de su función como norma que 
ordena el gasto público, de modo que estas leyes están reservadas a un 
contenido que les es propio, contenido que además está reservado a ellas; 
consiste éste en lo que repetidamente se ha denominado «contenido esencial», 
integrado por la previsión de ingresos y la habilitación de gastos, así como 
por las normas que directamente desarrollan o aclaran las partidas 
presupuestarias en que el gasto público se concreta; Adicionalmente cabe la 
posibilidad de que las leyes de presupuestos contengan otras disposiciones no 
estrictamente presupuestarias, que el Tc ha venido denominando «contenido 
eventual» o no imprescindible; constituyendo ésta una posibilidad limitada, 
que exige una justificación precisa por mor del principio de seguridad jurídica 
(art. 9.3 CE), que no es otra que «la certeza del Derecho que exige que una 
ley de contenido constitucionalmente definido, como es la ley de presupuestos 
generales del Estado, no contenga más disposiciones que las que guardan 
correspondencia con su función constitucional (arts. 66.2 y 134.2 CE), debido 
a la incertidumbre que una regulación de este tipo indudablemente origina» 
(STC 32/2000, FJ 5). Sostendrá el TC que no es otra la propia función que 
cumple la ley de presupuestos en la Constitución, con las consecuentes 
restricciones al debate parlamentario (apartados 1, 6 y 7 del art. 134 CE), la 
que fundamenta en último término la limitación del contenido de las leyes de 
presupuestos (STC 9/2013, FJ 3). Recordará el TC cómo las controversias 
respecto del alcance de las leyes de presupuestos se han suscitado, 
precisamente, en relación con los límites de su contenido eventual: desde la 
STC 76/1992, se estableció que para incluir en ellas, en forma compatible 
con los límites constitucionales, materias que no constituyen su núcleo 
esencial, mínimo e indisponible, deben cumplirse necesariamente dos 
condiciones: «la conexión de la materia con el contenido propio de este tipo 
de leyes y la justificación de la inclusión de esa materia conexa en la ley que 
aprueba anualmente los presupuestos generales» [FJ 4 a)]; ese mismo 
pronunciamiento recuerda la razón de ser de este límite: «[e]l cumplimiento 
de estas dos condiciones resulta, pues, necesario para justificar la restricción 
de las competencias del poder legislativo, propia de las leyes de presupuestos, 
y para salvaguardar la seguridad jurídica que garantiza el art. 9.3 C.E., esto 
es, la certeza del Derecho que exige que una ley de contenido 
constitucionalmente definido, como es la ley de presupuestos generales, no 
contenga más disposiciones que las que corresponden a su función 
constitucional (arts. 66.2 y 134.2 CE)»; insistirá en el argumento el TC: la 
STC 76/1992 vino a matizar expresamente la doctrina existente hasta ese 
momento, y la posterior STC 237/1992 dejó constancia del cambio 
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jurisprudencial: si bien se podrán establecer en las leyes de presupuestos 
«otras disposiciones de carácter general en materias propias de la ley 
ordinaria estatal […] que guarden directa relación con las previsiones de ingresos y las 
habilitaciones de gastos de los presupuestos o con los criterios de política económica general 
en que se sustentan», se exigirá así  «una relación funcional directa de las normas 
del texto articulado con los estados de ingresos y gastos, como “complemento 
necesario para la mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución 
del presupuesto y, en general, de la política económica del Gobierno”» (FJ 3); 
la jurisprudencia posterior ha insistido en ello, confirmando que «si bien la 
ley de presupuestos puede ser un instrumento para una adaptación 
circunstancial de las distintas normas, no tienen en ella cabida las 
modificaciones sustantivas del ordenamiento jurídico, a menos que estas 
guarden la suficiente conexión económica (relación directa con los ingresos o 
gastos del Estado o vehículo director de la política económica del Gobierno) 
o presupuestaria (para una mayor inteligencia o mejor ejecución del presupuesto)» 
(STC 123/2016, FJ 3, y antes la STC 152/2014, FJ 4); insistirá el Tc en que 
sobre el requisito de la vinculación necesaria del contenido eventual con los 
gastos e ingresos públicos, se ha recalcado la importancia de que dicha 
conexión sea «inmediata y directa» e insistiendo en que ello no significa sino que no 
pueden incluirse en las leyes de presupuestos normas «cuya incidencia en la ordenación 
del programa anual de ingresos y gastos es solo accidental y secundaria y por 
ende insuficiente para legitimar su inclusión en la Ley de presupuestos» [STC 
152/2014, FJ 4 a)]. Insistirá el Tc en que este límite requiere particular precisión, 
pues rara vez habrá medidas que sean estrictamente neutrales en relación 
con los ingresos y gastos públicos, dada la evidencia de que toda medida 
legislativa es susceptible de tener impacto en el gasto público o en la estimación 
de ingresos; al tiempo que precisará cómo la jurisprudencia constata que 
«toda medida legislativa tendrá siempre algún efecto presupuestario, porque 
requerirá un incremento de gasto presupuestario o la dotación de una partida, 
o porque supondrá, por el contrario, una reducción del gasto o un incremento 
de los ingresos» [STC 152/2014, FJ 4 a); en el mismo sentido, entre otras, 
SSTC 206/2013, FJ 2, y 123/2016, FJ 4]; en consecuencia, concluirá el TC, 
dada la incidencia que cualquier medida puede tener en la estimación del 
ingreso o en la determinación del gasto, la clave radica en que la conexión 
con el objeto del presupuesto (habilitación de gastos y estimación de ingresos) 
sea directa, inmediata y querida por la norma. Establecido este resumen de los 
antecedentes jurisprudenciales, el TC considera necesario traer a colación 
otros pronunciamientos atendiendo a la especial relevancia para la cuestión 
específica de esta decisión; en primer lugar, advertirá el TC que en el 
contenido eventual de una ley de presupuestos, en general no caben las 
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normas que integran el régimen de la función pública: así las normas sobre 
procedimientos de acceso de los funcionarios sanitarios locales interinos a la 
categoría de funcionarios de carrera (STC 174/1998, FFJJ 6 y 7); las normas 
de provisión de los puestos de trabajo del personal sanitario (STC 203/1998, 
FFJJ 3 a 5); las normas sobre la edad de pase a la situación de segunda 
actividad de los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía (STC 234/1999, 
de 16 de diciembre, FFJJ 4 y 5); o las normas sobre requisitos de titulación 
necesaria para acceder al Cuerpo Superior de Auditores del Tribunal de 
Cuentas (STC 9/2013, FJ 3); encontrarán cabida, por el contrario, en el 
contenido eventual, normas que guardan conexión con el régimen retributivo de la 
función pública [STC 152/2014, FJ 3 a)], con incidencia directa en el gasto público 
presupuestado; así se citarán, por ejemplo, las normas de incompatibilidad de 
percepción de haberes activos y de pensiones (STC  65/1990, FJ 3); el 
incremento de retribuciones salariales para el personal al servicio de las 
administraciones públicas (STC 237/1992); o la creación de un complemento 
retributivo para determinados cargos públicos (STC 32/2000), si bien, tras 
estos específicos ejemplos, concluirá que la cuestión de la categorización de los 
complementos retributivos no es siempre pacífica, en atención a que los complementos 
retributivos son figuras que contemplan una doble dimensión, de un lado 
meramente económica y vinculada al régimen de retribuciones y, de otro 
lado, funcional o de organización del servicio, porque, como establece el art. 
41 de la Ley 55/2003 del Estatuto Marco del personal estatutario de los 
servicios de salud, su finalidad es incentivar la dedicación al servicio público 
y, en el caso del complemento específico que prima la dedicación y 
responsabilidad, pretende retribuir las condiciones particulares de algunos 
puestos (art. 42 del Estatuto Marco); considerará el TC que,  aunque la STC 
32/2000, admitió que la ley de presupuestos pudiera crear un complemento 
retributivo para determinados cargos públicos, la posterior STC 197/2012, al 
determinar el título competencial correspondiente a la regulación del régimen 
de complementos específicos del personal al servicio de la administración 
sanitaria, concluye que esta norma, con tener consecuencias en el ámbito 
retributivo, es una norma «relativa a las condiciones en las que personal 
sanitario ha de prestar su servicio más que de las repercusiones económicas 
de dicha prestación, pese a que es evidente que estas últimas existen»; 
considerará el TC que insiste este pronunciamiento en la misma idea al 
afirmar que «no estamos, en consecuencia y pese a lo que a primera vista 
pudiera parecer, ante una previsión de carácter retributivo, que es aquí una 
consecuencia en forma de contraprestación económica de la dedicación 
exclusiva previamente impuesta por la norma, sino que se trata de una norma 
relacionada con la posibilidad de que el personal sanitario compatibilice su 
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actividad en el sector público con otras de la misma naturaleza en el ámbito 
privado, en la medida en que la percepción de citado complemento específico 
excluye, como regla general, cualquier compatibilidad que, por el contrario, 
es posible en caso de que dicho complemento no se perciba. Se trata, en 
suma, de una norma relativa a las condiciones en las que personal sanitario 
ha de prestar su servicio más que de las repercusiones económicas de dicha 
prestación, pese a que es evidente que estas últimas existen» (FJ 9); considera 
el TC aún de mayor claridad, la más reciente STC 66/2016; pese a la claridad 
de esta sentencia, más reciente es la STC 99/2016,  que ha venido a considerar 
contenido eventual válido de la ley de presupuestos una medida que pretende 
evitar el incremento de las retribuciones del personal del sector público, lo 
cual se justifica en que es «una previsión que, en su conjunto, tiene la evidente 
finalidad de contribuir a la contención del gasto público. No existe duda, por 
tanto, de que la disposición impugnada tiene una conexión directa con los 
gastos del Estado y con los criterios de política económica, pues, al tiempo 
que prohíbe establecer incrementos retributivos en el supuesto regulado, 
potencia el ahorro económico en la cobertura de las necesidades de personal 
en el sector público» (FJ 8). Una última cuestión afrontará el TC en relación 
con lo planteado, se trata de la cuestión, ya largamente suscitada, con 
diversidad de respuestas, si no incluso encontradas, acerca de la proyección 
de toda esta jurisprudencia a las leyes de presupuestos autonómicas, citando 
la STC 86/2013, cuyo FJ 3 advierte que la doctrina derivada del art. 134 CE, 
en cuanto precepto regulador de los presupuestos estatales no es aplicable 
automáticamente a las leyes presupuestarias autonómicas. En efecto, el canon 
de constitucionalidad de esas fuentes normativas es el contenido en los 
respectivos estatutos de autonomía, en las leyes estatales que dentro del marco 
constitucional se hubieran dictado para delimitar las competencias entre el 
Estado y las comunidades autónomas y, por supuesto, en las reglas y principios 
constitucionales aplicables a todos los poderes públicos que conforman el 
Estado en sentido amplio, además de evidentemente en las reglas y principios 
constitucionales específicos dirigidos a las comunidades autónomas. En 
relación con las leyes presupuestarias de la Comunidad Valenciana, el FJ 4 de 
la STC 86/2013, concluyó que cumplen la misma función y quedan en 
consecuencia sometidas a los mismos límites materiales y temporales que las 
del Estado, de modo que toda la doctrina constitucional expuesta, en relación 
con el contenido necesario y contenido eventual de las leyes de presupuestos, 
resulta aplicable a las leyes de presupuestos de la Generalitat Valenciana, y en 
consecuencia a la disposición aquí cuestionada. Corresponde ahora ya al TC 
a entrar en el análisis del contenido de la norma cuestionada, proponiendo 
que ante todo será necesario definir el contenido de la disposición cuestionada y 
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determinar si se trata o no de una norma esencialmente retributiva; a este fin propondrá 
el TC analizar el conjunto normativo expuesto en los escritos de alegaciones 
de fiscalía y de las Cortes, porque de tal lectura puede deducirse si la 
disposición impugnada aporta contenido normativo propio relativo al 
estatuto funcionarial, o se limita a derivar de un régimen previamente 
establecido una consecuencia retributiva o económica determinada. La 
Resolución mediante la que se convocaba la plaza de jefatura de servicio a 
que desea concursar la recurrente en instancia, establecía en su base primera 
lo siguiente: «1.1. El régimen jurídico de la plaza objeto de la convocatoria es 
el establecido en el Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios 
de Salud, aprobado por Ley 55/2003, de 16 de diciembre. El régimen de 
dedicación del personal facultativo que resulte adjudicatario de la plaza será 
de dedicación exclusiva, debiendo compaginar quien las ocupe la actividad 
asistencial con las funciones propias del puesto, en virtud de las necesidades 
del centro, según lo previsto en el artículo 48 y disposición transitoria primera 
del Decreto 192/2017, de 1 de diciembre»; en consecuencia, la base 
impugnada en la instancia hace referencia al Estatuto Marco del personal 
estatutario de los servicios de salud, aprobado por Ley 55/2003, de 16 de 
diciembre y al Decreto 192/2017, de 1 de diciembre; el l Estatuto Marco, que 
integra las bases del régimen estatutario de este personal de los servicios de 
salud con arreglo a la previsión contenida en el art. 149.1.18 CE, establece en 
su art. 41, que el sistema retributivo del personal estatutario se estructura en 
retribuciones básicas y retribuciones complementarias, orientándose, estas 
últimas a la «motivación del personal, a la incentivación de la actividad y la 
calidad del servicio, a la dedicación y a la consecución de los objetivos 
planificados», siendo su cuantía adecuada a lo que dispongan las 
correspondientes leyes de presupuestos y correspondiendo a los servicios de 
salud de las comunidades autónomas y entes gestores de asistencia sanitaria 
el establecimiento de los mecanismos necesarios para garantizar el pago de la 
actividad realmente realizada, mediante la ordenación de puestos de trabajo 
y la ordenación de las retribuciones complementarias. Junto a lo anterior, en 
el art. 43.2 b) se determina que una de las modalidades de retribución 
complementaria es el «complemento específico, destinado a retribuir las 
condiciones particulares de algunos puestos en atención a su especial 
dificultad técnica, dedicación, responsabilidad, incompatibilidad, 
peligrosidad o penosidad». Mientras que en el art. 77.2 de esta misma ley se 
establece que «en el ámbito de cada servicio de salud se establecerán las 
disposiciones oportunas para posibilitar la renuncia al complemento 
específico por parte del personal licenciado sanitario»; por su parte, la Ley 
66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden 
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social, estableció el carácter personal y renunciable del complemento 
específico, y autorizó a los servicios de salud de las comunidades autónomas 
a adoptar las disposiciones oportunas para que el personal facultativo pudiera 
renunciar al complemento específico. Considerará el TC que de esta 
regulación se puede deducir que la dedicación exclusiva forma parte de los 
complementos que comportan el régimen retributivo de la persona sujeta al 
Estatuto Marco de 2003. En el ámbito autonómico, la Generalitat valenciana 
no ha desarrollado por ley la ordenación del régimen del personal estatutario 
de los servicios de salud, si bien existe una norma de rango legal de función 
pública, la Ley de las Cortes Valencianas 10/2010, de ordenación y gestión de 
la función pública Valenciana, que establece el régimen de complementos en 
el art. 76, denominado «retribuciones complementarias», pero sin definir 
con precisión la vinculación entre un determinado tipo de complemento y el 
régimen de dedicación profesional; -vínculo que contempla una ley de 
acompañamiento 11/2000- , en su art. 54. Se estrecha ese vínculo 
precisamente en una ley de acompañamiento de los presupuestos, 
concretamente en el art. 54 de la Ley de las Cortes Valencianas 11/2000, de 
28 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, 
y de organización de la Generalitat Valenciana; en el citado precepto se 
establece que: «los complementos específicos de aplicación al personal al 
servicio de las instituciones sanitarias dependientes de la Conselleria de 
Sanidad son los siguientes: Complemento específico A: destinado a retribuir 
uno o varios de los conceptos incluidos en el apartado b) del artículo 2.3 del 
Real Decreto-ley 3/1987 de 11 de septiembre, excepto el de dedicación 
exclusiva, incompatibilidad y dedicación de tardes. Complemento específico 
B: destinado a retribuir los conceptos incluidos en el complemento A, más la 
dedicación exclusiva o incompatibilidad. Complemento específico C: 
destinado a retribuir los conceptos expresados en el complemento A, más la 
dedicación de tardes. Este complemento sólo se aplicará al personal incluido 
en el ámbito del estatuto de personal facultativo»; la conexión entre la 
aplicación del complemento específico B y la dedicación exclusiva en la 
disposición adicional trigésimo tercera de la Ley de las Cortes Valencianas 
14/2016, ahora cuestionada, termina de concretarse Decreto 192/2017 
mediante, trasladándose posteriormente esta previsión al Decreto 192/2017 
por el que se aprueba el reglamento de selección y provisión de personal 
estatutario al servicio de instituciones sanitarias públicas del Sistema 
Valenciano de Salud, que ordena el régimen de retribuciones tal y como 
establece el Estatuto Marco; de hecho, como pone de relieve el TC, este 
decreto se elabora con la intención declarada en el preámbulo de ajustarse 
tanto al Estatuto Marco, como al Real Decreto Legislativo 5/2015, por el que 
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se aprueba el texto refundido de la Ley del estatuto básico del empleado 
público; también en el preámbulo se establece que el decreto recoge, por vez 
primera, la obligatoriedad de dedicación exclusiva para ocupar plazas de 
jefatura de servicio y sección, para asegurar «un procedimiento más 
garantista de la calidad asistencial» obligatoriedad que se concreta en el art. 
48.2 del reglamento, al establecer que «las plazas de jefatura de servicio y de 
sección de personal facultativo tendrán aparejada dedicación exclusiva, 
debiendo compaginar quien las ocupe la actividad asistencial con las 
funciones propias del puesto, en virtud de las necesidades del centro»; 
previsión esta completada por la disposición transitoria primera que establece 
que «el complemento específico modalidad “B”, que significa la dedicación 
en régimen de exclusividad al puesto público, asignado a los puestos de 
jefatura de servicio y sección de personal facultativo en el artículo 48 del 
presente reglamento, tendrá efecto, en cada uno de tales puestos, a partir de 
la toma de posesión que tenga lugar como consecuencia de los respectivos 
procesos de convocatoria pública para la provisión reglamentaria que sean 
publicados desde la entrada en vigor de este reglamento». Será criterio del 
TC que la DA cuestionada, así como el art. 48.2 del Decreto 192/2017, asigna 
a los puestos de jefatura de servicio o sección de personal estatutario 
facultativo del sistema sanitario público de la Comunitat Valenciana, o que 
estén expresamente considerados equivalentes a estos, la modalidad B de 
complemento específico, habiendo sido asociado a este complemento la 
retribución de la exclusividad en el art. 54 de la Ley de las Cortes Valencianas 
11/2000, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de 
organización de la Generalitat Valenciana, en desarrollo de lo previsto en la 
Ley autonómica 10/2010, y en el estatuto marco de 2003 como legislación 
básica estatal. Concluirá el TC, a la vista de las normas relacionadas, que la 
norma cuestionada define con exactitud, y con carácter innovador del 
ordenamiento, los puestos de trabajo específicos que deben desempeñarse en 
régimen de dedicación exclusiva, concretando que las jefaturas de servicio o 
sección de personal estatutario facultativo del sistema sanitario público serán 
retribuidas con este complemento específico que exige la dedicación exclusiva. 
Definida de este modo el contenido y alcance de la norma cuestionada, 
declarará el TC que no puede sino concluirse, acudiendo a lo que establece el 
FJ 9 de la STC 197/2012, que esta regla nueva, relativa a la dedicación 
exclusiva de las jefaturas de servicio o sección del personal estatutario 
facultativo del sistema sanitario público, es una norma que integra el régimen 
de la función pública específico del personal estatutario de los servicios de 
salud de la Generalitat Valenciana, y que, por esa razón está excluido del 
contenido eventual de la ley de presupuestos. Esta norma no se limita a 
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formular el régimen retributivo específico de determinados puestos que 
integran esa función pública, sino que, como se apunta en la citada 
STC  197/2012 «se trata de una norma relacionada con la posibilidad de que 
el personal sanitario compatibilice su actividad en el sector público con otras 
de la misma naturaleza en el ámbito privado, en la medida en que la 
percepción del citado complemento específico excluye, como regla general, 
cualquier compatibilidad que, por el contrario, es posible en caso de que 
dicho complemento no se perciba. Se trata, en suma, de una norma relativa 
a las condiciones en las que personal sanitario ha de prestar su servicio más 
que de las repercusiones económicas de dicha prestación, pese a que es 
evidente que estas últimas existen» (FJ 9). Será crietrio del TC en esta 
Sentencia que al asignar el complemento específico B a los puestos de jefatura 
de servicio y sección, o a los puestos que estén expresamente considerados 
equivalentes a estos, el legislador presupuestario está consignando, mediante 
la disposición adicional cuestionada, un crédito presupuestario cierto. Pero 
también está estableciendo el régimen laboral que se asocia al cobro del 
complemento y, por tanto, se trata de una norma «relativa a las condiciones 
en las que personal sanitario ha de prestar su servicio más que de las 
repercusiones económicas de dicha prestación, pese a que es evidente que 
estas últimas existen» (STC 197/2012, FJ 10); considera, en consecuencia, el 
TC que la norma cuestionada tiene por finalidad esencial prever una restricción de la 
actividad de quienes concursen a los puestos de jefatura de servicio y sección, redefiniendo 
su estatuto funcionarial. Derivándose de esta redefinición que, en aplicación del 
marco normativo referenciado, una determinada carga económica, que tiene 
su ref lejo en la previsión presupuestaria; si bien será criterio del TC que la 
vinculación del complemento B a las jefaturas de servicio o sección en la ley 
de presupuestos no responde a la voluntad de prever una determinada partida 
presupuestaria, sino de definir la modalidad de prestación de un servicio de 
la que se deriva una determinada consecuencia económica. Por tanto, la 
asignación de un complemento retributivo que acarreaba dedicación 
exclusiva e incompatibilidad, debe considerarse una opción del legislador 
presupuestario que excede los límites materiales de la ley de presupuestos; en 
consecuencia, la disposición adicional trigésimo tercera, apartado 1, de la 
Ley de las Cortes Valencianas 14/2016, de 30 de diciembre, de presupuestos 
de la Generalitat para el ejercicio 2017, resulta contraria a las exigencias de 
los arts. 66.2 y 134.2 CE, por lo que debe desestimarse1 la cuestión de 
inconstitucionalidad.  Acerca de la posible inconstitucionalidad por 
conexión o consecuencia del apartado 2 de la disposición adicional trigésima 

1  Parece evidente que quiere decirse estimarse, como se deriva del texto del Fallo que reproducimos 
más adelante
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tercera de la Ley de las Cortes Valencianas 14/2016 de  Presupuestos de la 
Generalitat para el ejercicio 2017: desde esta posición del TC sobre la cuestión 
planteada es razonable, incluso obligado, que  tal y como alega la demandante 
en instancia, plantearse si el apartado 2 de la disposición adicional cuestionada 
resulta también inconstitucional por conexión o consecuencia. Teniendo en 
cuenta el contenido de su texto («2. Una vez haya tenido efecto en un 
determinado puesto el complemento específico B según lo dispuesto en el 
punto anterior y, posteriormente, el personal cese en dicha jefatura y vuelva 
a desempeñar el puesto básico reservado, podrá optar entre mantener el 
régimen de dedicación exclusiva o acogerse a alguna de las otras dos 
modalidades de complemento específico previstas para el personal facultativo. 

Esta opción podrá llevarse a cabo por una sola vez, en el momento de la 
toma de posesión del puesto básico reservado, aplicándose a continuación 
el régimen general de regulación del complemento específico de personal 
facultativo, citado en el párrafo segundo del punto anterior»). Por tanto, una 
vez declarada la inconstitucionalidad de la previsión contenida en el párrafo 
1 de la disposición adicional trigésima tercera, por haber excedido los límites 
materiales de la ley de presupuestos, no cabe sino concluir que la previsión 
del régimen de optatividad entre complementos, una vez concluido el 
mandato de un determinado funcionario o funcionaria como jefe de servicio 
o sección, debe correr la misma suerte, en la medida en que también ha de ser 
calificado como regulación del régimen de la función pública específico del 
personal estatutario de los servicios de salud de la Generalitat Valenciana. Y, 
por tanto, también queda excluido del contenido eventual de la ley de presupuestos.

FALLO:  En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR 
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA, Ha decidido

Estimar la presente cuestión de inconstitucionalidad núm. 5150-2019 
y declarar la inconstitucionalidad y nulidad de la disposición adicional 
trigésima tercera, apartado 1, de la Ley de las Cortes Valencianas 14/2016, 
de 30 de diciembre, de presupuestos de la Generalitat para el ejercicio 2017, y 
del apartado 2 del mismo precepto por conexión o consecuencia, al resultar 
ambos contrarios a los arts. 66.2 y 134.2 CE.

Durante el período analizado, BOE(s) de 19 de mayo a 31 de julio de 2021 se 
han publicado las SSTC 76 a 148.
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AÑO 2021

BOE DE 19 DE MAYO DE 2021

Sentencia 76/2021, de 15 de abril de 2021. Recurso de amparo 
electoral 2117-2021. Promovido por el Partido Popular, don Antonio 
Cantó García del Moral y don Agustín Conde Bajén, en relación 
con la sentencia de un juzgado de lo contencioso-administrativo de 
Madrid que declaró la inelegibilidad de estos últimos. 

Supuesta vulneración del derecho de acceso a los cargos públicos en condiciones de igualdad: ex-
clusión de las listas electorales de quienes no ostentaban la condición de electores. Votos particulares.

Sentencia 77/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
6510-2018. Promovido por doña Luz Aurora Cuya Ayala respecto 
de las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia 
de Móstoles (Madrid) en procedimiento de ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación). STC 31/2019 (ausencia 
de control judicial de las cláusulas abusivas que desconoce la primacía del Derecho de la Unión 
Europea y la jurisprudencia del Tribunal de Justicia).

(Véanse en los dos números anteriores de esta Revista las referencias a la STC 
31/2019, así como a la Sentencia que comentamos, en el nº110 –la 7/2021 y correla-
cionadas con ésta, las SSTC 8; 12; 24 y 50-, así como las que hemos encontrado en el 
período que ahora analizamos, amén de ésta, –SSTC 76 a 148 de 2021- las 92/2021; 
100/2021; 101/2021 y 102/2021-. 

Sentencia 78/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
541-2019. Promovido por don Clemente Cerros Díez de Baldeón 
en relación con las sentencias de un juzgado de lo penal y la 
Audiencia Provincial de Madrid que le condenaron por un delito 
de quebrantamiento de medida cautelar. 

Vulneración del derecho a la legalidad penal: condena impuesta por el incumplimiento de una 
medida adoptada en un proceso penal que se había sobreseído.

Sentencia 79/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
1468-2019. Promovido por doña Flora Mayo González y la entidad 
Asistencia Técnica Integral de Salamanca, S.L., respecto de las 
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actuaciones llevadas a cabo por un juzgado de primera instancia 
de Zaragoza en procedimiento ordinario. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: notificaciones practicadas tras 
la sustitución, no comunicada a los colegios profesionales radicados fuera de Aragón, del sistema 
Lexnet por Avantius.

Sentencia 80/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
1692-2019. Promovido por don Jesús Rocho Sosa y doña Josefa 
Rodríguez Sanabria en relación con los autos dictados por la 
Audiencia Provincial y un juzgado de instrucción de Badajoz 
decretando prisión provisional. 

Vulneración del derecho a la libertad personal en relación con el derecho a la tutela judicial 
efectiva: medida cautelar adoptada sin poner de manifiesto las actuaciones esenciales del expediente 
(STC 83/2019).

Sentencia 81/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
3826-2019. Promovido por doña A.R.G. y don M.F.J., en relación con 
las resoluciones de la dirección de un colegio público de Alicante y 
las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 
Valenciana y un juzgado de lo contencioso-administrativo de 
Alicante, que confirmaron su legalidad. 

Supuesta vulneración de los derechos a la educación, igualdad y no discriminación, integridad 
física y moral y a no padecer indefensión: medida preventiva de suspensión de asistencia al centro 
escolar, en tanto se procedía a la emisión de un diagnóstico médico, adoptada con ponderación del 
interés superior del menor. Voto particular.

Sentencia 82/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
4513-2019. Promovido por LG Inversa Recycle Pallets, S.L.U., 
respecto de las actuaciones llevadas a cabo por un juzgado de 
primera instancia de Jerez de la Frontera (Cádiz) en juicio verbal 
de desahucio arrendaticio. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 
de la demandada, sin agotar las posibilidades de notificación personal (STC 30/2014).

Sentencia 83/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
4575-2019. Promovido por don Víctor González Méndez en relación 
con las resoluciones dictadas por las salas de lo contencioso-
administrativo del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional 
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en procedimiento por responsabilidad patrimonial de la 
administración de Justicia. 

Vulneración del derecho a la presunción de inocencia: STC 125/2019 (denegación de in-
demnización resultante de la aplicación del precepto legal anulado por la STC 85/2019, de 19 de 
junio).

Sentencia 84/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
5128-2019. Promovido por Penrei Inversiones, S.L., respecto de 
las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia e 
instrucción de Lorca en procedimiento de ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 
de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proce-
sal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la confu-
sión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 
de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

(Amén de las SSTC ya citadas en el primer tramo de las relacionadas durante 
el año 2021 del anterior nº de la Revista, durante el presente, amén de ésta, pueden 
ser consultadas las siguientes 85; 86; 87; 100; 103; 115).

Sentencia 85/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
7132-2019. Promovido por Euroinversiones Inmobiliarias Costa 
Sur, S.L., respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado 
de primera instancia e instrucción de Lorca en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 
de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proce-
sal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la confu-
sión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 
de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

Sentencia 86/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
7508-2019. Promovido por Euroinversiones Inmobiliarias Costa 
Sur, S.L., respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado 
de primera instancia e instrucción de Lorca en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 
de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proce-
sal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la confu-
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sión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 
de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

Sentencia 87/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
1004-2020. Promovido por Aluminios Torralba, S.A., respecto de las 
actuaciones llevadas a cabo por un juzgado de primera instancia 
de Murcia en procedimiento de ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 
llevado a cabo sin apurar previamente las posibilidades de averiguación del domicilio efectivo (STC 
122/2013).

Sentencia 88/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
1683-2020. Promovido por doña Carmen Borrero Rodríguez en 
relación con la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Nacional que desestimó su impugnación de la 
denegación por silencio de solicitud de concesión de uso, ocupación 
y aprovechamiento de un inmueble en el municipio de Cartaya 
(Huelva). 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): resolución judicial que des-
atiende el previo reconocimiento por sentencia de la titularidad dominical de un bien, que se retrotrae 
a un momento anterior a la entrada en vigor de la Ley de costas.

Sentencia 89/2021, de 19 de abril de 2021. Recurso de amparo 
1914-2020. Promovido por Fuentes y Rebellín, S.L., en relación con 
las actuaciones llevadas a cabo por un juzgado de primera instancia 
e instrucción de Molina de Segura (Murcia) en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: STC 47/2019 (inadecuada 
utilización de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplaza-
miento procesal).

Sentencia 90/2021, de 22 de abril de 2021. Recurso de amparo 
6240-2019. Promovido por don Josep Rull i Andreu respecto de su 
suspensión como diputado, acordada por la mesa del Congreso de 
los Diputados. 

Supuesta vulneración de los derechos al ejercicio del cargo público representativo y a la tutela 
judicial: STC 69/2021 (resoluciones parlamentarias que aplican, motivadamente y sin afectar al 
grupo parlamentario, la previsión legal de suspensión automática del cargo representativo).
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Sentencia 91/2021, de 22 de abril de 2021. Recurso de amparo 
1403-2020. Promovido por don Jordi Turull i Negre respecto de 
la sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que le 
condenó por sendos delitos de sedición y malversación de caudales 
públicos. 

Supuesta vulneración de los derechos al juez ordinario predeterminado por la ley y de defensa, 
a un proceso con todas las garantías y a la presunción de inocencia, a la tutela judicial efectiva y a 
la legalidad penal: resolución judicial dictada en causa especial en cuya tramitación se preservaron 
las garantías procesales y en la que se impuso una pena que no puede considerarse desproporcionada 
o que desaliente el ejercicio de otros derechos fundamentales. Voto particular.

BOE DE 15 DE JUNIO DE 2021

Sentencia 92/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
1944-2019. Promovido por don José Edwin Lara Anticona, doña 
Eusebia Teófila Burgos Ramírez y don José Wilfredo Lara Burgos 
respecto de las resoluciones dictadas por la Audiencia Provincial 
y un juzgado de primera instancia de Madrid en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): STC 31/2019 (ausencia 
de control judicial de las cláusulas abusivas que desconoce la primacía del Derecho de la Unión 
Europea y la jurisprudencia del Tribunal de Justicia).

(Véase en el anterior nº de esta Revista nuestro comentario a la STC 7/2021 y 
a otras asimismo relacionadas del mismo tramo temporal allí analizado)

Sentencia 93/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
3223-2019. Promovido por doña Piedad Ángeles Peris García en 
relación con las sentencias dictadas por la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo, la Audiencia Provincial de Segovia y el Juzgado 
de Primera Instancia e Instrucción de Sepúlveda en proceso de 
protección del derecho al honor, intimidad y propia imagen. 

Supuesta vulneración del derecho a la libertad de expresión: mensajes difundidos a través de 
una red social en los que tilda de asesino y se expresa alivio por la muerte de un torero en el curso de 
la lidia. Voto particular.

Sentencia 94/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
3987-2019. Promovido por don Fernando Ruiz Fernández en 
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relación con las resoluciones dictadas por un juzgado de primera 
instancia e instrucción de Santoña (Cantabria) en juicio verbal por 
desahucio. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 
sin agotar las posibilidades de comunicación personal (STC 62/2020).

Sentencia 95/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
5050-2019. Promovido por las entidades Grupo Luzelma, S.L., y 
Santa Victoria, S.L., respecto de las resoluciones dictadas por un 
juzgado de primera instancia de Algeciras en incidente de tasación 
de costas.

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): tasación de las costas que 
ignora la declaración del proceso como de cuantía indeterminada.

Sentencia 96/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
5527-2019. Promovido por el Ayuntamiento de Sant Feliu de 
Buixalleu respecto de los autos del Tribunal Superior de Justicia 
de Cataluña y un juzgado de lo contencioso-administrativo de 
Girona que inadmitieron recuso de apelación. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso al recurso legal): inadmisión de 
recurso de apelación por extemporáneo sin tener en cuenta la aclaración del fallo (STC 105/2006).

Sentencia 97/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
6802-2019. Promovido por doña Esther Rodríguez Manzanares 
respecto de las actuaciones llevadas a cabo por un juzgado de 
primera instancia de Albacete en juicio verbal de desahucio 
arrendaticio. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 
de la demandada, sin agotar las posibilidades de notificación personal (STC 30/2014).

Sentencia 98/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
núm. 7028-2019. Promovido por don Gabriel Gavriluta en relación 
con las resoluciones dictadas por las salas de lo contencioso-
administrativo del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional 
en procedimiento por responsabilidad patrimonial de la 
administración de Justicia. 

Vulneración de los derechos a la igualdad y a la presunción de inocencia: STC 125/2019 
(denegación de indemnización resultante de la aplicación del precepto legal anulado por la STC 
85/2019, de junio).



273

Notas de Jurisprudencia. Tribunal Constitucional

  Revista Andaluza de Administración Pública
ISSN: 1130-376X, núm.111, septiembre-diciembre (2021), págs. 249-286

Sentencia 99/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
7436-2019. Promovido por don Jenri Ramírez Rosario en relación 
con las sentencias de la Audiencia Provincial y un juzgado de lo 
penal de Huesca que le condenaron por varios delitos. 

Supuesta vulneración de los derechos a la intimidad, secreto de las comunicaciones y a la 
presunción de inocencia: captación y grabación de comunicaciones orales mantenidas en el interior 
de sendos vehículos que se prolongó por espacio de tres meses.

Sentencia 100/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
7528-2019. Promovido por Euroinversiones Inmobiliarias Costa 
Sur, S.L., respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado 
de primera instancia e instrucción de Lorca en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 
de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proce-
sal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la confu-
sión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 
de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

Sentencia 101/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
63-2020. Promovido por don Juan Carlos Molinos Molinos respecto 
del auto dictado por un juzgado de primera instancia de Jaén en 
procedimiento de ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): STC 31/2019 (ausencia 
de control judicial de las cláusulas abusivas que desconoce la primacía del Derecho de la Unión 
Europea y la jurisprudencia del Tribunal de Justicia). Voto particular.

(Véase nuestro comentario a la STC 7/2021, en el nº anterior de esta Revista)

Sentencia 102/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
501-2020. Promovido por don Jesús Manuel Escalonilla Díaz y doña 
Ana Teresa Torres Liñán respecto de las resoluciones dictadas por 
un juzgado de primera instancia de Madrid en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): STC 31/2019 (ausencia 
de control judicial de las cláusulas abusivas que desconoce la primacía del Derecho de la Unión 
Europea y la jurisprudencia del Tribunal de Justicia).

(Véase nuestro comentario a la STC 7/2021, en el nº anterior de esta Revista)
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Sentencia 103/2021, de 10 de mayo de 2021. Recursos de amparo 
691-2020 y 693-2020 (acumulados). Promovido por Euroinversiones 
Inmobiliarias Costa Sur, S.L., y Penrei Inversiones, S.L., 
respectivamente, en relación con las resoluciones dictadas 
por un juzgado de primera instancia e instrucción de Lorca en 
procedimiento de ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 
de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proce-
sal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la confu-
sión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 
de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

Sentencia 104/2021, de 10 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
764-2020. Promovido por la entidad Naguspea, S.L., respecto de 
la providencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de la Comunidad Autónoma del País Vasco que inadmitió 
el incidente de nulidad de actuaciones promovido respecto de una 
sentencia estimatoria del recurso de suplicación formulado por 
la contraparte en proceso de conflicto colectivo por modificación 
sustancial de las condiciones de trabajo. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso al recurso legal): inadmisión del 
incidente de nulidad de actuaciones fundada en la procedencia del recurso de casación para la uni-
ficación de doctrina sin estar acreditada la concurrencia de identidad de situaciones fácticas entre 
la sentencia que se pretendía controvertir y otra dictada por este Tribunal Constitucional en cuya 
doctrina se fundamenta la impugnación.

Sentencia 105/2021, de 11 de mayo de 2021. Recurso de amparo 6239-2019. 
Promovido por don Jordi Turull i Negre respecto de los acuerdos de la mesa del Con-
greso de los Diputados declarando su suspensión como diputado. 

Supuesta vulneración de los derechos al ejercicio del cargo público represen-
tativo y a la tutela judicial: STC 69/2021 (resoluciones parlamentarias que aplican, 
motivadamente y sin afectar al grupo parlamentario, la previsión legal de suspensión 
automática del cargo parlamentario).

Sentencia 106/2021, de 11 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
1407-2020. Promovido por don Josep Rull i Andreu respecto de 
la sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que le 
condenó por un delito de sedición. 

Supuesta vulneración de los derechos al juez ordinario predeterminado por la ley y de defensa, 
a no padecer discriminación por razón de la lengua, a un proceso con todas las garantías y a la pre-
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sunción de inocencia, a la tutela judicial efectiva y a la legalidad penal: resolución judicial dictada 
en causa especial en cuya tramitación se preservaron las garantías procesales y en la que se impuso 
una pena que no puede considerarse desproporcionada o que desaliente el ejercicio de otros derechos 
fundamentales. Voto particular.

Sentencia 107/2021, de 13 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
2670-2017. Promovido por don Francesc Homs i Molist respecto de 
la sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que le 
condenó por un delito de desobediencia. 

Alegada vulneración de los derechos a la presunción de inocencia, legalidad penal, segunda 
instancia y tutela judicial efectiva en relación con el derecho a la igualdad; supuesta vulneración de 
los derechos a un proceso con todas las garantías y a la prueba: inadmisión parcial del recurso de 
amparo; denegación de prueba testifical y documental cuya relevancia en términos de defensa no se 
acredita.

Sentencia 108/2021, de 13 de mayo de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 4062-2019. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados de los Grupos Parlamentarios Popular y Vox en el 
Congreso respecto de la Ley Foral 16/2019, de 26 de marzo, 
de reconocimiento y reparación de las víctimas por actos de 
motivación política provocados por grupos de extrema derecha o 
funcionarios públicos. 

Principio de reserva de jurisdicción; derecho a la tutela judicial efectiva e intangibilidad de 
las sentencias, derechos al honor, intimidad y propia imagen, a la protección de datos y a la pre-
sunción de inocencia; garantías del proceso penal: interpretación conforme con la Constitución de 
los preceptos legales que establecen el deber de colaboración de los poderes públicos navarros en la 
realización del «derecho a la verdad» y definen las funciones que puede desempeñar la Comisión 
de Reconocimiento y Reparación en la averiguación, documentación y acreditación de hechos (STC 
83/2020). Voto particular.

Sentencia 109/2021, de 13 de mayo de 2021. Cuestión de 
inconstitucionalidad 5150-2019. Planteada por el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 8 de Valencia en relación con 
el apartado 1 de la disposición adicional trigésima tercera de 
la Ley de las Cortes Valencianas 14/2016, de 30 de diciembre, de 
presupuestos de la Generalitat para el ejercicio 2017. 

Límites materiales de las leyes de presupuestos: nulidad del precepto legal que establece un 
complemento específico para los puestos de jefatura de servicio o sección de personal estatutario fa-
cultativo del sistema sanitario público de la Comunidad Valenciana.
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Sentencia 110/2021, de 13 de mayo de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 1813-2020. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Vox del Congreso respecto de 
la disposición final segunda del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19. 

Límites materiales de los decretos leyes: nulidad del precepto que modifica la composición de 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos de Inteligencia. Voto particular.

Sentencia 111/2021, de 13 de mayo de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 2295-2020. Interpuesto por más de cincuenta 
senadores del Grupo Parlamentario Popular en relación con 
diversas disposiciones del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, 
de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y 
el empleo. 

Límites materiales de los decretos leyes: nulidad de los preceptos que modifican el régimen de 
gestión de clases pasivas. Voto particular.

Sentencia 112/2021, de 13 de mayo de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 5178-2020. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Vox del Congreso en relación 
con diversos preceptos de la Ley de la Asamblea Regional de Murcia 
3/2020, de 27 de julio, de recuperación y protección del Mar Menor. 

Competencias sobre condiciones básicas de igualdad, Derecho civil, ordenación general de la 
economía; principio de seguridad jurídica, derecho de propiedad y libertad de empresa: constitucio-
nalidad de los preceptos legales autonómicos que limitan la explotación agrícola del suelo ubicado en 
el ámbito territorial de aplicación de la ley.

BOE 7 DE JULIO DE 2021

Sentencia 113/2021, de 31 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
3533-2018. Promovido por doña M.S.C. respecto el auto de los 
autos dictados por la Audiencia Provincial de Madrid y un juzgado 
de primera instancia e instrucción de Getafe en procedimiento de 
ejecución de títulos judiciales. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): resoluciones judiciales que 
ordenan el desalojo de la vivienda sin observar el deber de motivación reforzada al no ponderar la 
afectación a los menores y personas con discapacidad. Voto particular.
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Sentencia 114/2021, de 31 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
3820-2019. Promovido por don Abdelghani El Ghoufairi en relación 
con las resoluciones dictadas por las salas de lo contencioso-
administrativo del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional 
en procedimiento por responsabilidad patrimonial de la 
Administración de Justicia. 

Vulneración de los derechos a la igualdad y a la presunción de inocencia: STC 125/2019 
(denegación de indemnización resultante de la aplicación del precepto legal anulado por la STC 
85/2019, de junio).

Sentencia 115/2021, de 31 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
6089-2019. Promovido por Euroinversiones Inmobiliarias Costa 
Sur, S.L., respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado 
de primera instancia e instrucción de Lorca en procedimiento de 
ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 
de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proce-
sal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la confu-
sión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 
de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

Sentencia 116/2021, de 31 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
1619-2020. Promovido por D.P.G. Redacción y Administración, S.L., 
respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado de primera 
instancia de Elche (Alicante) en procedimiento de ejecución 
hipotecaria. 

Supuesta vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: entidad mercantil que se 
desentiende de la suerte de un procedimiento de ejecución y de la convocatoria de una subasta de la 
que tenía fehaciente conocimiento.

Sentencia 117/2021, de 31 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
1687-2020. Promovido por Llova Consulting, S.L., en relación con 
las resoluciones dictadas por un juzgado de lo social de Alicante en 
procedimiento de despido y reclamación de cantidad. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 
de la demandada sin agotar las posibilidades de notificación personal (STC 119/2020).
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Sentencia 118/2021, de 31 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
2726-2020. Promovido por don Domingo Antonio Yumar Afonso y 
doña María del Pilar Martín Goya en relación con las resoluciones 
dictadas por un juzgado de primera instancia de San Cristóbal de 
La Laguna (Santa Cruz de Tenerife) en procedimiento de ejecución 
hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 
de la demandada sin agotar las posibilidades de notificación personal (STC 122/2013).

Sentencia 119/2021, de 31 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
3199-2020. Promovido por doña Iris Martín Varela en relación con 
la sentencia dictada por un juzgado de lo social de Lugo en proceso 
de conciliación de la vida laboral y familiar. 

Vulneración del derecho a no padecer discriminación por razón de sexo: resolución judicial que 
no pondera las circunstancias personales de quien impugna una modificación de jornada de trabajo 
que incide sobre el disfrute de la reducción que tiene reconocida por cuidado de hijos.

Sentencia 120/2021, de 31 de mayo de 2021. Recurso de amparo 
3368-2020. Promovido por la Comisión Internacional para la 
Conservación del Atún Atlántico en relación con las sentencias 
dictadas por las salas de lo social del Tribunal Supremo y del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid en proceso por despido.

 Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva (resolución jurídicamente 
fundada) y a un proceso con todas las garantías: inexistencia del privilegio de inmunidad absoluta 
de jurisdicción.

Sentencia 121/2021, de 2 de junio de 2021. Recurso de amparo 
1406-2020. Promovido por don Jordi Sànchez i Picanyol respecto 
de la sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que le 
condenó por un delito de sedición. 

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva, al juez imparcial y ordinario 
predeterminado por la ley, de defensa, a no padecer discriminación por razón de la lengua, a un 
proceso con todas las garantías, de presunción de inocencia y a la legalidad penal: sentencia dictada 
en causa especial en cuya tramitación se observaron las garantías procesales y en la que se impuso 
una pena que no puede considerarse desproporcionada o que desaliente el ejercicio de otros derechos 
fundamentales. Voto particular.
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Sentencia 122/2021, de 2 de junio de 2021. Recurso de amparo 
1474-2020. Promovido por don Jordi Cuixart i Navarro respecto de 
la sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que le 
condenó por un delito de sedición. 

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva, al juez imparcial y ordinario 
predeterminado por la ley, de reunión y a la legalidad penal: sentencia dictada en causa especial 
en cuya tramitación se observaron las garantías procesales y en la que se impuso una pena que no 
puede considerarse desproporcionada o que desaliente el ejercicio de otros derechos fundamentales. 
Voto particular.

Sentencia 123/2021, de 3 de junio de 2021. Cuestión de 
inconstitucionalidad 1514-2020. Planteada por la Sección Segunda 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, en relación con las 
letras a) y c) del artículo 40.4 de la Ley del Parlamento de Andalucía 
7/2007, de 9 de julio, de gestión integrada de la calidad ambiental. 

Competencias en materia de protección ambiental: constitucionalidad del precepto legal auto-
nómico que exceptúa de evaluación ambiental estratégica los estudios de detalle.

Sentencia 124/2021, de 3 de junio de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 2035-2020. Interpuesto por más de cincuenta 
senadores del Grupo Parlamentario Popular respecto de la 
disposición final segunda del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19. 

Límites materiales de los decretos leyes: extinción del proceso cuyo objeto ha sido anulado por 
la sentencia 110/2021, de 13 de mayo. Voto particular.

Sentencia 125/2021, de 3 de junio de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 4192-2020. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Popular respecto del artículo 
5 de la Ley del Parlamento de Cataluña 5/2020, de 29 de abril, de 
medidas fiscales, financieras, administrativas y del sector público 
y de creación del impuesto sobre instalaciones que inciden en el 
medio ambiente. 

Límites de la potestad tributaria de las comunidades autónomas: constitucionalidad de la 
regulación del impuesto sobre estancias en establecimientos turísticos.
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Sentencia 126/2021, de 3 de junio de 2021. Cuestión de 
inconstitucionalidad 5246-2020. Planteada por la Sección Sexta de 
la Audiencia Provincial de Barcelona en relación con el artículo 
137 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del régimen electoral 
general. 

Principio de legalidad penal (taxatividad) en relación con el derecho a la participación polí-
tica: interpretación conforme del precepto legal que prevé la imposición de la pena de inhabilitación 
especial para el derecho de sufragio pasivo.

BOE DE 31 DE JULIO DE 2021

Sentencia 127/2021, de 21 de junio de 2021. Recurso de amparo 
4163-2019. Promovido por don Juan Carlos Asenjo Grande en 
relación con la sentencia de un juzgado central de lo contencioso 
administrativo en procedimiento por responsabilidad patrimonial 
de la administración de Justicia. 

Vulneración de los derechos a la igualdad y a la presunción de inocencia: STC 125/2019 
(denegación de indemnización resultante de la aplicación del precepto legal anulado por la STC 
85/2019, de 19 de junio).

Sentencia 128/2021, de 21 de junio de 2021. Recurso de amparo 
7161-2019. Promovido por don Mauricio Ospina Villegas en relación 
con las resoluciones dictadas por las salas de lo contencioso-
administrativo del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional 
en procedimiento por responsabilidad patrimonial de la 
administración de Justicia.

 Vulneración de los derechos a la igualdad y a la presunción de inocencia: STC 125/2019 
(denegación de indemnización resultante de la aplicación del precepto legal anulado por la STC 
85/2019, de 19 de junio).

Sentencia 129/2021, de 21 de junio de 2021. Recurso de amparo 
7583-2019. Promovido por Penrei Inversiones, S.L., respecto de 
las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia e 
instrucción de Lorca en procedimiento de ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 
de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proce-
sal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la confu-



281

Notas de Jurisprudencia. Tribunal Constitucional

  Revista Andaluza de Administración Pública
ISSN: 1130-376X, núm.111, septiembre-diciembre (2021), págs. 249-286

sión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 
de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

Sentencia 130/2021, de 21 de junio de 2021. Recurso de amparo 
872-2020. Promovido por la Confederación General del Trabajo 
respecto de la sentencia dictada por la Sala de lo Social del Tribunal 
Supremo en proceso de conflicto colectivo. 

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y a libertad sindical en re-
lación con el derecho de huelga: calificación de huelga abusiva resultante de la negativa de los cinco 
comités de huelga actuantes a constituir una comisión negociadora con composición ajustada a la 
normativa reguladora.

Sentencia 131/2021, de 21 de junio de 2021. Recurso de amparo 
1921-2020. Promovido por Penrei Inversiones, S.L., respecto de 
las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia e 
instrucción de Lorca en procedimiento de ejecución hipotecaria. 

Supuesta vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: pretendida vertiente negativa del 
derecho de acceso al proceso del poseedor con título inscrito llamado a la ejecución.

Sentencia 132/2021, de 21 de junio de 2021. Recurso de amparo 
4265-2020. Promovido por doña Rachida Kaouay respecto de la 
sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga que agravó, en 
apelación, la condena que le había sido impuesta por un juzgado de 
lo penal de Melilla como autora de un delito de tráfico de drogas. 

Vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva (reformatio in peius) y a un proceso 
con todas las garantías: sentencia que agrava la condena impuesta fundándose en la existencia de 
un error, padecido en la primera instancia, en la aplicación de la ley y sin que mediara petición al 
respecto de las partes acusadoras.

Sentencia 133/2021, de 24 de junio de 2021. Recursos de amparo 
4037-2015 y 4098-2015 (acumulados). Promovidos por doña Ángela 
Bergillos Alguacil y cuatro personas más respecto de la sentencia 
de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que les condenó por un 
delito contra las instituciones del Estado. 

Supuesta vulneración de los derechos a la libertad de expresión, de reunión y manifestación, 
de participación política, a la tutela judicial efectiva, a un proceso con todas las garantías y a la 
legalidad penal: concentración frente a la sede del Parlamento de Cataluña con la que se trataba de 
impedir el debate y aprobación de los presupuestos de la Generalitat. Votos particulares.
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Sentencia 134/2021, de 24 de junio de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 3883-2018. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso en 
relación con el Real Decreto-ley 4/2018, de 22 de junio, por el que 
se concreta, con carácter urgente, el régimen jurídico aplicable a 
la designación del consejo de administración de la Corporación de 
Radio y Televisión Española y de su presidente. 

Límites materiales de los decretos leyes: nulidad de los preceptos legales que detallan o preci-
san aspectos de la regulación preexistente y que permiten la sustitución del Senado por el Congreso 
en la elección de los miembros del consejo de administración de la Corporación de Radio y Televisión 
Española. Votos particulares.

Sentencia 135/2021, de 24 de junio de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 4090-2019. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Ciudadanos en el Congreso 
respecto de la Ley Foral 16/2019, de 26 de marzo, de reconocimiento 
y reparación de las víctimas por actos de motivación política 
provocados por grupos de extrema derecha o funcionarios 
públicos. 

Principio de reserva de jurisdicción; derecho a la tutela judicial efectiva e intangibilidad de 
las sentencias, derechos al honor, intimidad y propia imagen, a la protección de datos y a la pre-
sunción de inocencia; garantías del proceso penal: STC 108/2021 [interpretación conforme con la 
Constitución de los preceptos legales que establecen el deber de colaboración de los poderes públicos 
navarros en la realización del «derecho a la verdad» y definen las funciones que puede desempeñar 
la Comisión de Reconocimiento y Reparación en la averiguación, documentación y acreditación de 
hechos (STC 83/2020)]. Voto particular.

Sentencia 136/2021, de 29 de junio de 2021. Recurso de amparo 
2606-2018. Promovido por don Jaber El Ghali respecto de las 
resoluciones dictadas por el letrado de la administración de 
justicia de un juzgado de vigilancia penitenciaria de Cataluña. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la jurisdicción): resolución que, 
aplicando el precepto legal anulado por la STC 151/2020, de 22 de octubre, impide la revisión 
judicial del decreto del letrado de la administración de justicia.

Sentencia 137/2021, de 29 de junio de 2021. Recurso de amparo 
202-2019. Promovido por don Txema Guijarro García y don Sergio 
Pascual Peña, portavoz y diputado del grupo parlamentario 
Confederal de Unidos Podemos-En Comú Podem-En Marea del 
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Congreso de los Diputados, respecto de las resoluciones de la mesa 
del Congreso sobre utilización de las dependencias de la Cámara. 

Supuesta vulneración de los derechos al ejercicio del cargo representativo y a la participación 
política: denegación del uso de una sala del Congreso para la celebración de un encuentro interpar-
lamentario de apoyo al Sáhara occidental.

Sentencia 138/2021, de 29 de junio de 2021. Recurso de amparo 
6915-2019. Promovido por la Universidad Católica de Valencia San 
Vicente Mártir en relación con las órdenes de la Consellería de 
Educación, Investigación, Cultura y Deporte de la Generalitat 
Valenciana 24/2017, de 21 de junio, por la que se establecen las 
bases reguladoras para la concesión de las becas de promoción 
de la excelencia académica del alumnado universitario de las 
universidades públicas y de los centros adscritos al Instituto 
Superior de Enseñanzas Artísticas de la Comunitat Valenciana, y 
27/2017, de 3 de julio, por la que se establecen las bases reguladoras 
de las ayudas para complementar las becas para la actividad de 
movilidad de estudiantes por estudios, del programa Erasmus, 
pertenecientes a instituciones públicas de educación superior de 
la Comunidad Valenciana; así como las resoluciones dictadas por 
las salas de lo contencioso-administrativo del Tribunal Supremo y 
del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, en 
la impugnación de aquellas. 

Vulneración del derecho a la igualdad en relación con el derecho a la creación de centros docen-
tes: nulidad de los preceptos reglamentarios que limitan el disfrute de becas a los alumnos matricu-
lados en universidades públicas integrantes del sistema universitario valenciano (STC 191/2020). 
Voto particular.

Sentencia 139/2021, de 12 de julio de 2021. Recurso de amparo 
4997-2018. Promovido por Titania Compañía Editorial, S.L., 
respecto de las sentencias dictadas por la Audiencia Provincial y 
un juzgado de primera instancia de Madrid en juicio verbal sobre 
ejercicio del derecho de rectificación. 

Supuesta vulneración de los derechos a la información y a la tutela judicial efectiva: reso-
luciones judiciales que estiman la pretensión de publicación del escrito de rectificación en el que 
predominan los elementos fácticos, al tiempo que disponen la corrección de sendas afirmaciones de 
carácter valorativo.
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Sentencia 140/2021, de 12 de julio de 2021. Recurso de amparo 
5508-2018. Promovido por doña Saida Mónica Ruano Rijo y tres 
personas más en relación con las sentencias dictadas por las 
salas de lo social del Tribunal Supremo y del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid en proceso por despido. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la jurisdicción): resoluciones 
judiciales que impiden la fiscalización en procesos individuales de las causas justificativas del 
despido colectivo.

Sentencia 141/2021, de 12 de julio de 2021. Recurso de amparo 
1576-2019. Promovido por don Cristóbal Gallego Gallego en relación 
con las resoluciones dictadas por las salas de lo contencioso-
administrativo del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional 
en procedimiento por responsabilidad patrimonial de la 
administración de Justicia. 

Vulneración de los derechos a la igualdad y a la presunción de inocencia: STC 125/2019 
(denegación de indemnización resultante de la aplicación del precepto legal anulado por la STC 
85/2019, de 19 de junio).

Sentencia 142/2021, de 12 de julio de 2021. Recurso de amparo 
5429-2019. Promovido por Penrei Inversiones, S.L., respecto de 
las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia e 
instrucción de Lorca en procedimiento de ejecución hipotecaria. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: STC 40/2020 [inadecuada utilización 
de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento proce-
sal (SSTC 6/2019 y 47/2019) e inadmisión de la oposición a la ejecución resultante de la confu-
sión del deber de las personas jurídicas de relacionarse con la administración de justicia por medio 
de comunicaciones electrónicas con la regulación del primer emplazamiento en los procesos civiles].

Sentencia 143/2021, de 12 de julio de 2021. Recurso de amparo 
5776-2019. Promovido por don J.A.V.P. en relación con las sentencias 
de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo y del Tribunal Militar 
Central que confirmaron una sanción administrativa por grave 
desconsideración con los superiores. 

Vulneración de los derechos a la defensa y a la presunción de inocencia: sanción disciplinaria 
impuesta con infracción del derecho de no autoincriminación por las declaraciones prestadas como 
testigo en un juicio verbal civil (STC 21/2021).
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Sentencia 144/2021, de 12 de julio de 2021. Recurso de amparo 
5785-2019. Promovido por don E.P.S. respecto de las resoluciones 
dictadas por un juzgado de primera instancia de Torrelavega 
(Cantabria) en autos de juicio verbal sobre reclamación de cantidad. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (motivación): sentencia que establece el 
régimen de responsabilidad civil derivada del delito desconociendo lo resuelto anteriormente por un 
juzgado de menores. Voto particular

Sentencia 145/2021, de 12 de julio de 2021. Recurso de amparo 
2205-2020. Promovido por don Juan Manuel Bermejo Pérez respecto 
de las resoluciones dictadas por un juzgado de primera instancia 
e instrucción de Tarancón (Cuenca) en procedimiento de ejecución 
hipotecaria.

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 
del demandado sin agotar las posibilidades de notificación personal (STC 122/2013).

Sentencia 146/2021, de 12 de julio de 2021. Recurso de amparo 
2398-2020. Promovido por la Generalitat de Cataluña en relación 
con las resoluciones de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que tuvieron por no 
preparado su recurso de casación por infracción de la normativa 
autonómica. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso al recurso): resoluciones judiciales 
que inadmiten, sin causa legal para ello, un recurso de casación basado en infracción de normas 
autonómicas (SSTC 128/2018 y 98/2020).

Sentencia 147/2021, de 12 de julio de 2021. Recurso de amparo 
5275-2020. Promovido por don Carlos Aires da Fonseca Panzo 
respecto del auto de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional 
que autorizó su extradición a Angola. 

Vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y a un proceso con todas las garantías 
en conexión con los derechos a la libertad personal, de residencia y circulación: resolución judicial 
que acepta como soporte de la demanda de extradición un escrito de la fiscalía angoleña carente de 
refrendo judicial (STC 147/2020).

Sentencia 148/2021, de 14 de julio de 2021. Recurso de 
inconstitucionalidad 2054-2020. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Vox del Congreso de los 
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Diputados en relación con diversos preceptos del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declaró el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19; el Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo, por el que 
se modificó el anterior; los Reales Decretos 476/2020, de 27 de 
marzo, 487/2020, de 10 de abril, y 492/2020, de 24 de abril, por los 
que se prorrogó el estado de alarma declarado por el Real Decreto 
463/2020, y la Orden SND/298/2020, de 29 de marzo, por la que se 
establecieron medidas excepcionales en relación con los velatorios 
y ceremonias fúnebres para limitar la propagación y el contagio 
por el COVID-19. 

Estado de alarma: nulidad parcial de los preceptos que restringen la libertad de circulación y 
habilitan al ministro de Sanidad para variar las medidas de contención en establecimientos y acti-
vidades económicas; inadmisión del recurso en relación con la orden ministerial. Votos particulares.


